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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 643/2022-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., veintidós de septiembre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 643/2022-3 promovido por la  persona moral denominada **********contra actos de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con nueve de agosto de  dos mil veintidós, compareció ********** en su carácter de representante legal de la persona moral denominada **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; por la nulidad de los siguientes actos: 
“…Las infracciones (…) contenidas en folio de requerimiento número **********, crédito número **********, por una suma de ********** notificado  el día 14 del mes de julio del año 2022 (…), así como los actos que le anteceden.” 
II.- Por auto de fecha catorce de noviembre de dos mil veintidós, previo requerimiento, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha veintidós de febrero de  dos mil veintitrés, se   tuvo a la autoridad demandada, por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas; y se fijó  fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.-  Con fecha diecisiete de marzo de veintitrés, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del Representante legal de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número 28, con ejercicio en esta ciudad, documental que obra en fojas de la 41 a la 50 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la copia del acto impugnado, visible en fojas de 21 de este sumario.
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien compareció en representación de la demandada, quedo acreditada a través del nombramiento expedido a su favor que obra a foja 68 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: del escrito inicial de demanda, lo constituye 1.-Determinación del Crédito Fiscal de Multas por Infracciones No. ********** derivado del requerimiento número **********; emitido por el  Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, visible en fojas 31 y 32 de este sumario. 
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia ...”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, no opuso excepciones y defensas, señalando que el acto impugnado fue emitido debidamente fundado y motivado, señalando que  no le asiste el derecho a sus pretensiones, que existe un Requerimiento de Obligaciones Omitidas respecto de ese crédito, el cual le fue debidamente notificado. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio.
Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 a la 17 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan.
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.-  Por otra parte, se procede al estudio del Primero y Segundo de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente en su escrito de demanda, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden en cuanto a que no se notificó el requerimiento ********** Crédito Numero **********mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”  

Conceptos de impugnación, que en la parte que interesa refieren lo siguiente:

“PRIMERO.- ILEGALIDAD DE LA CONSTANCIA DE NOTIFICACION DE LAS MULTAS POR INFRACCIONES A DISPOCIONES FISCALES CONTENIDAS EN EL FOLIO DE REQUERIMIENTO NÚMERO ********** CREDITO NUMERO ********** POR PROVENIR DE FRUTOS  DE ACTOS DE VICIADOS (SIC) DE ORIGEN, EN VIRTUD DE QUE EL NOTIFICADOR NO ASENTO COMO SE CERCIORO DE LA AUSENCIA DEL CONTRIBUYENTE, ASI COO DE LA DEBIDA IDENTIFICACION DEL “TERCERO” LO CUAL CONTRAVIENE LO DISPUESTO POR EL NUMERAL 72 FRACCION I Y 73 DEL CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.”
“…Así las cosas, se estima que la constancia de notificación carece de validez en las circunstancias apuntadas, al incumplir los requisitos esenciales previstos en los numerales 72, fracción I y 73…”
“SEGUNDO.- (…)”

“… A tal efecto, NIEGO LISA Y LLANAMENTE recordar que el de la voz  haya  recibido requerimiento por parte de la autoridad para la presentación de declaración en comento:
“…mismas que fueron solicitadas mediante requerimientos de autoridad número **********, notificados el día 15/02/2022…”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados.

Toda vez que se desprende de las constancias que integran el procedimiento de notificación del acto impugnado, que acompañó la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, que obran en fojas 70 a la 78 de este sumario, con valor probatorio pleno en favor del actor en relación a lo inserto en ellos, conforme lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en las que se encuentra el Acta de Notificación quince de febrero de dos  veintidós, relativo al Requerimiento de obligaciones omitidas **********visible en autos  en fojas  75, de este expediente, con la que se acredita contrario a lo que afirma la parte accionante, que le fue notificado el requerimiento en comento. 
Es menester señalar que la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda y de ampliación de demanda refiere medularmente que, el procedimiento de notificación del requerimiento de obligaciones omitidas en cita, le fue legalmente notificado a la parte demandante, tal y como consta en el Acta de Notificación de fecha quince de febrero de dos  veintidós, relativo al Requerimiento de obligaciones omitidas número ********** que adjuntó como medio probatorio en su escrito de contestación de demanda, por lo que refiere que el contribuyente si fue notificado con las formalidades del Código Fiscal del Estado.

 A efecto de dilucidar  la legalidad de la notificación que se impugna, en primer término se debe de señalar que las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73  del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:

“Articulo 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

“…I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

“…II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

“…III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

“…IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

“…V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

“…VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

“…VII. Una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.”

Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (I) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (II)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (III) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen, la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (IV) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (V) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (VI) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (VII) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

De las reglas de notificaciones personales antes descritas, se desprende que se establece la obligación del notificador que en el día y hora señalada en el citatorio, se deberá acudir nuevamente al domicilio del contribuyente, y solicitar la presencia del contribuyente o de su representante legal, y que en caso de no encontrarse, lo cual deberá de asentar en dicha acta de manera circunstanciada, la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, que en este caso será un tercero.

Conforme lo anterior, se advierte del Acta de Notificación celebrada el quince de febrero de dos mil veintidós, relativa a la notificación del Requerimiento de obligaciones omitidas número ********** la cual adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, documental en cita que en la parte que nos interesa refiere: 

“… y  una vez que me cerciore que este es el domicilio (…), de contribuyente persona buscada  a quien legalmente le representa, domicilio que coincide con el indicado en el presente documento además, por así señalarse  en  (…)  oficial (…), así como por el dicho de la persona que me atiende  en el domicilio, quien dijo llamarse ********** (…), quien manifestó ser mayor de edad y tener capacidad legal para atender el acto, quien manifestó tener una relación laboral con el destinatario, lo cual acredito con su dicho, señalando que tiene calidad de empleado y quien se identifica con (…), y que  contiene  fotografía que corresponde a los rasgos fisonómicos de la persona que atiende los cuales son: persona sexo  femenino tez blanca delgada aprox 1.60 aprox 36 años, (…), procedo a requerir la presencia del contribuyente o de su representante legal o persona a la que  va(n) dirigido(s) el (los) documentos(s) a la persona que me atiende en el domicilio y que ha quedado descrita, persona que informo expresamente que el contribuyente y/o su representante legal no se encuentra en este momento en el domicilio y haciendo constar que esta diligencia si procedió citatorio…”
Del acta de notificación anteriormente descrita se desprende que el notificador previo citatorio dejado para ese día, en primer término requiere la presencia del contribuyente o su representante legal, siendo atendido por un tercero y por último se asienta que atiende la diligencia de notificación con dicha persona; advirtiéndose que la persona con la  que se atendió la diligencia, le menciono que el contribuyente no se encontraba en el domicilio, situación que verifico el notificador, ello para estar en la posibilidad de atender la diligencia con la persona mencionada, tal y como lo dispone el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado.


Motivo por el cual es de considerarse infundado el concepto de impugnación que hace valer el accionante, ello en virtud de que se ha demostrado que en el acta de notificación en comento, el notificador cumplió con las reglas de notificación prevista en el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado, ello es así, ya que requirió la presencia del contribuyente o de su representante legal con la persona que lo atendió y mencionó que dicha persona le manifestó que no se encontraba el contribuyente o su representante legal, situación que debió de haber asentado en el acta de notificación para poder atender la diligencia con la tercera persona, ello para que quedara constancia circunstanciada de la forma por la que se cercioró de la ausencia referida, y en dicho caso, estar en la posibilidad de atender la diligencia con la persona que se encontraba en el domicilio, resultando aplicable las siguientes jurisprudencias:

Época: Novena Época,  Registro: 166911, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Julio de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 82/2009, Página: 404, que dice:  

 “NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE CON UN TERCERO.- Para cumplir con el requisito de circunstanciación, es necesario que el notificador asiente en el acta relativa datos que objetivamente permitan concluir que practicó la diligencia en el domicilio señalado, que buscó al contribuyente o a su representante y que ante la ausencia de éstos entendió la diligencia con dicho tercero, entendido éste como la persona que, por su vínculo con el contribuyente, ofrezca cierta garantía de que informará sobre el documento a su destinatario, para lo cual el notificador debe asegurarse de que ese tercero no está en el domicilio por circunstancias accidentales, quedando incluidas en ese concepto desde las personas que habitan en el domicilio (familiares o empleados domésticos) hasta las que habitual, temporal o permanentemente están allí (trabajadores o arrendatarios, por ejemplo). Además, si el tercero no proporciona su nombre, no se identifica, ni señala la razón por la cual está en el lugar o su relación con el interesado, el diligenciario deberá precisar las características del inmueble u oficina, que el tercero se encontraba en el interior, que éste abrió la puerta o que atiende la oficina u otros datos diversos que indubitablemente conlleven a la certeza de que se actúa en el lugar correcto y con una persona que dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora en que se practicará la diligencia de notificación respectiva.”

Y la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 172183, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Tomo XXV, Junio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 101/2007, Página: 286, que refiere: 

“NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EN EL ACTA RELATIVA EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN FORMA CIRCUNSTANCIADA, CÓMO SE CERCIORÓ DE LA AUSENCIA DEL INTERESADO O DE SU REPRESENTANTE, COMO PRESUPUESTO PARA QUE LA DILIGENCIA SE LLEVE A CABO POR CONDUCTO DE TERCERO.- La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 15/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 494, sostuvo que el notificador debe levantar razón circunstanciada, no sólo cuando la persona que se encuentre en el lugar o un vecino se nieguen a recibir la notificación, tratándose de actos relativos al procedimiento administrativo de ejecución, sino al diligenciar cualquier notificación personal, en atención a sus características propias, su finalidad, su eficacia y los requisitos generales de fundamentación y motivación que todo acto de autoridad debe satisfacer. Ahora bien, conforme al criterio anterior y al texto del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, al constituirse en el domicilio del interesado, el notificador debe requerir su presencia o la de su representante y, en caso de no encontrarlo, dejarle citatorio para que lo espere a hora fija del día hábil siguiente, ocasión esta última en la cual debe requerir nuevamente la presencia del destinatario y notificarlo, pero si éste o su representante no aguarda a la cita, previo cercioramiento y razón pormenorizada de tal circunstancia, la diligencia debe practicarse con quien se encuentre en el domicilio o con un vecino, en su defecto. Lo anterior, porque el citatorio vincula al interesado o a quien legalmente lo represente a esperar al fedatario a la hora fijada con el apercibimiento de que, de no hacerlo, tendrá que soportar la consecuencia de su incuria, consistente en que la diligencia se entienda con quien se halle presente o con un vecino; por tanto, en aras de privilegiar la seguridad jurídica en beneficio de los particulares, debe constar en forma fehaciente que la persona citada incumplió el deber impuesto, porque de lo contrario no podría estimarse satisfecho el presupuesto indispensable para que el apercibimiento legal pueda hacerse efectivo. En ese tenor, si al requerir la presencia del destinatario o de su representante, la persona que atienda al llamado del notificador le informa que aquél no se encuentra en el domicilio, el fedatario debe asentarlo así en el acta relativa, a fin de que quede constancia circunstanciada de la forma por la que se cercioró de la ausencia referida.”


Conforme lo anterior, debe sostenerse que la autoridad demandada no fue omisa en efectuar el procedimiento que establecen los artículos 72 fracción I,  73 fracciones I, II y III del Código Fiscal del Estado; siendo, que logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados lisa y llanamente por el actor, lo que se traduce en que la autoridad demandada probó en este juicio que se requirió a la parte actora antes de la Determinación de Multas por infracciones derivadas del Crédito Fiscal de Multas por Infracciones No. **********por una suma de********** derivado del requerimiento número **********; emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado. 

Cabe mencionar que la documental consistente en el Requerimiento de Obligaciones Omitidas con número de emisión **********y el Acta de notificación de dicho requerimiento, previo citatorio correspondiente, que señala el actor no le fueron notificados, son actos de autoridad en el cual prevalece la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, al no haber sido impugnada y desvirtuada con algún medio probatorio en este juicio por la parte actora en este juicio, por lo que debe tenerse por notificado del requerimiento de obligaciones omitidas en la fecha que señala el Acta de Notificación siendo el día 15 de febrero de 2022, y por ende consintiendo el acto al saberse sabedor del mismo 
En efecto, se acredita con las documentales en comento que el accionante tuvo conocimiento del Requerimiento de Obligaciones Omitidas con número de emisión ********** el día 15 de febrero de 2022,  en virtud de que en esa fecha le fue notificado el acto que impugna en este procedimiento, según se aprecia en el Citatorio y Acta de Notificación que efectuó la demandada; documentales que si bien  el actor manifestó en su demanda desconocía, no acreditando en este procedimiento que desconociera dichos actos y por  tanto se sostiene que las documentales antes citadas, al ser analizadas en forma conjunta resultan suficientes para determinar que los actos que reclama en este juicio, los conoció en esa fecha.

Es menester señalar que el actor no aportó elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar los extremos de la afirmación que alude de la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado, circunstancia que determina que el actor no cumplió con la carga probatoria que le correspondía de acreditar que efectivamente tuvo conocimiento de los actos reclamados en esa fecha, a virtud de que se trata de actos de autoridades que conllevan presunción de legalidad, y para desvirtuarlos se requiere la existencia de prueba fehaciente tendiente a justificar el extremo de que se duele, contrario a ello, existe la notificación de las documentales con la que la autoridad le dio vista y que corresponden a los actos impugnados en este juicio. 

Por otra parte, se debe de hacer mención que la parte actora no demuestra que hubiera realizado el cumplimiento de las obligaciones que le fueron requeridas mediante el requerimiento de obligaciones omitidas con en comento con anterioridad a dicho requerimiento, pues del recibo que exhibe la parte actora, mismo que se localiza a fojas 34 de autos, con número de folio ********** expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, se advierte que se realizó el pago del impuesto correspondiente con fecha **********, documental que adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
De ahí que deba sostenerse por esta Sala Unitaria que le fue notificado legalmente el requerimiento de obligaciones omitidas en análisis,  comento, y por ende que haya tenido conocimiento de ese acto que dice no le fue notificado por la autoridad demanda y que es el origen de la Determinación de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal impugnado, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, en virtud de que se advierte que el actor no acreditó en este juicio, que el acta de notificación en análisis relativa al Requerimiento de obligaciones omitidas **********;**********se hubiera efectuado contraviniendo a la  normatividad 73 fracciones I, II y III del Código Fiscal del Estado.

En esa tesitura resulta legal en cuanto a su ejecución la notificación de que se duele contenida en el Acta de Notificación celebrada el quince de febrero de dos mil veintidós, relativa a la notificación del Requerimiento de obligaciones omitidas número **********
SEPTIMO.- Por otra parte, se procede al estudio del Segundo,  Tercero y Cuarto de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente en su escrito de demanda, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden del Crédito Fiscal número **********mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Tiene  sustento a los anterior la Tesis de  Aislada, Registro digital: 212147, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Común, Tesis: II.1o.132 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Junio de 1994, página 511, que dice: 

“AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS. El hecho de que la Sala examine los agravios en conjunto y no de manera separada, no le causa perjuicio alguno al peticionario de amparo, porque lo fundamental es su examen”.

Conceptos de impugnación, que en la parte que interesa refieren lo siguiente:

“SEGUNDO.- ILEGALIDAD DE LA SMULTAS POR INFRACCIONES A DISPOSICIONES FISCALES CONTENIDAS EN EL FOLIO DE REQUERIMIENTO NUMERO **********, CREDITO NUMERO ********** POR INDEBIDA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, DICTANDOSE EN CONTRAVENCION D ELOS PRINCIPIOS DE CERTEZA Y SEGURIDAD JURIDICA, CONTENIDOS EN EL NUMERAL 46, FRACCION IV, DEL CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL...”

“…TERCERO.- ILEGALIDAD DE LAS MULTAS POR INFRACCIONES A DISPOSCIONES FISCALES CONTENIDAS EN EL OFICIO DE REQUERIMIENTO NUMERO **********, CREDITO NUMERO **********, TODA VEZ QUE VIOLA EN PERJUICIO DE ESTA PARTE ACTORA EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD, LO QUE SE TRADUCE EN UNA INDEBIDA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, TERMINOS DEL NUMERAL (…)”

“…Es por ello que las multas que se impugnan resultan ilegales, pues la hipótesis no encuadra con el numeral invocado con el cual se impusieron las multas en la resolución por un total de (…)”

Cuadro 1: (…).”

Conclusión: 

“Así las cosas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos  (…), toda vez que la autoridad demandada fundo y sobre todo motivo indebidamente las sanciones impuestas al de la voz, en contravención de los principios de legalidad y seguridad jurídica...”

“CUARTO.- ILEGALIDAD DE LAS MULTAS POR INFRACCIONES A DISPOSICIONES FISCALES CONTENIDAS EN EL FOLIO DE REQUERIMIENTO (…), EN VIRTUD DE LA AUSENCIA DE FIRMA AUTOGRAFA POR PARTE DEL FUNCIONARIO, EN CONTRAVENCION A LOS DISPUESTO POR EL NUMERAL 46, FRACCION VI DEL CODIGO FISCAL (…).”

“..A tal efecto, si en un juicio de nulidad aduce  como es el caso que nos ocupa, que la liquidación carece de firma, donde la autoridad demandada afirma que si hay firma autógrafa, a ella corresponde en la especie probar su afirmación; lo anterior es así, debida a que una negación sustancial no es susceptible de ser acreditada, en términos del artículo 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles.” 

Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados.

Toda vez que se desprende del texto del acto impugnado, que la autoridad demandada fundó y motivó debidamente el acto reclamado, al imponer la infracción y sanción a cargo del actor.
En primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Por lo que hace a la exigencia de fundar y motivar, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada en consideración a  la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, se encontraba obligada a motivar correctamente la conducta infractora acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, acorde al principio de aplicación estricta de las normas.

En ese orden de ideas se obtiene del análisis efectuado al crédito fiscal impugnado, mediante la cual se impusieron a la parte actora la multa, por concepto de no presentar la declaración y formulario de pago a que está obligado, de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, relativa a la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, el cual le fue solicitada mediante Requerimiento número **********, CREDITO NUMERO **********, fue determinada a la parte actora de conformidad con los siguientes motivos y fundamentos:

La demandada en el acto impugnado en su apartado relativo a la motivación  señala lo siguiente:

"Se determinó multa por no presentar  la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de autoridad (…), notificado el día (…).”

Así mismo, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta las infracciones, el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“Artículo 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 
 “I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores; 
(lo resaltado es nuestro)

Y como  Imposición de sanción el artículo 154 fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que dice: 
“Articulo 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:
“…I. Multa de quince a cuarenta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II;”
Ahora bien, del precepto legal que funda la infracción para la imposición de multas, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes conductas: 

No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o bien presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores.

Por lo que tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer al actor una sanción de multa, respecto del período que se contiene en el crédito combatido, precisando al efecto en la motivación, que la multa se determinó por no presentar la declaración y formulario de pago a que está obligado, de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí,  lo cual comprende uno de los  supuestos establecidos en el numeral 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, según se advierte  del propio texto del acto impugnado, lo cual es correcto, porque no existe en el acto reclamado la violación que alude respecto de la argumentación de omisión de las presentación de las obligaciones fiscales que refiere en este concepto que se analiza, sino que funda la infracción únicamente en lo relativo a la presentación extemporánea de pago, lo cual se ajusta a la normatividad que invoca la autoridad demandada en el crédito citado.
A mayor abundamiento cabe señalar que el fundamento expuesto con motivo de la infracción (artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado) comprende diversos supuestos de infracción relativos al pago de contribuciones, como son:
1.-No presentar las declaraciones comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o  

2.-presentarlos extemporáneamente, o 

3.-incompletos  o 

4.-con errores.

Como se ve, dicho precepto legal denota una conjunción disyuntiva que desune o separa cada uno de los supuestos que prevé dicha norma, generando hipótesis de infracción autónomas. 

Por tanto, es menester precisar que la "o" se conceptualiza en términos del Diccionario de la real Academia Española de la Lengua de la siguiente manera: (Del lat. aut).
"1. Conj.disyunt. Denota diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas." 
Conforme a lo anterior, tenemos que "o" significa una conjunción disyuntiva, con la que se indica diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas.

En este sentido, la autoridad demandada especificó de manera concreta cuál de los supuestos de infracción se adecuaba a la conducta atribuida al contribuyente, ello al pretender sancionar al actor, con la imposición de multas, siendo en el caso que nos ocupa el segundo supuesto, “No presentar la declaración y formulario de pago ”.
En ese orden de ideas, la multa se encuentra debidamente fundada y motivada, porque se ajustaron a los dispositivos legales en el que fundamenta la infracción la emisora, que son el 153 fracción I y 154 fracción I del Código Fiscal del Estado,  en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el artículo 46 fracciones  IV y V, del Código Fiscal del Estado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 

No pasa inadvertido por esta Sala en cuanto lo que vierte el actor en cuanto a existe en multas ausencia de firma autógrafa por parte del funcionario, en contravención a los dispuesto por el numeral 46, fracción VI Código Fiscal. A ese respecto debe decirse que es inexacta su afirmación en virtud de que se aprecia de la lectura de las multas que impugna, que si obra la firma  de la autoridad que lo emite siendo el Director de recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, la cual obra la parte inferior del mismo en la página 2 de 2 de esa Determinación de multas, circunstancia que obra  en fojas 31 y 32 de este sumario, lo cual cumple con la disposición en cita.
En ese tenor, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón al actor  para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en  esta resolución.  

En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en: la Determinación del Crédito Fiscal de Multas por Infracciones No.  ********** derivado del requerimiento número **********; emitido por el  Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo  de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo,  de esta sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

